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RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-031-O-2024-0317 

31-07-2024  

 

EL PLENO DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

Y CONTROL SOCIAL 

CONSIDERANDO: 

 

Que, en el artículo 61, numerales 1 y 5, la Constitución de la República del Ecuador 

garantiza a las y los ecuatorianos el derecho a: “1. Participar en los asuntos de 

interés público (…) 5. Fiscalizar los actos del poder público (…)”; 

 

Que, el artículo 83 de la Constitución de la República prevé entre los deberes 

responsabilidades de las y los ecuatorianos: “8. Administrar honradamente y con 

apego irrestricto la ley el patrimonio público, denunciar combatir los actos de 

corrupción”; 

 

Que, el artículo 95 de la Constitución de la República determina que: “Las ciudadanas 

y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de manera 

protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos 

públicos, y en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y 

de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder 

ciudadano. La participación se orientará por los principios de igualdad, 

autonomía, deliberación pública, respecto a la diferencia, control popular, 

solidaridad e interculturalidad. La participación de la ciudadanía en todos los 

asuntos de interés público es un derecho, que se ejercerá a través de los 

mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria”; 

 

Que, la Norma Constitucional en su artículo 207 dispone que: “El Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social promoverá e incentivará el ejercicio 

de los derechos relativos a la participación ciudadana, impulsará y establecerá 

mecanismos de control social en los asuntos de interés público (…)”; 

 

Que, el artículo 208 de la Constitución de la República del Ecuador determina como 

deberes y atribuciones del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 

los siguientes: “(…) 1. Promover la participación ciudadana, estimular procesos 

de deliberación pública y propiciar la formación en ciudadanía, valores, 

transparencia y lucha contra la corrupción. 2. Establecer mecanismos de 

rendición de cuentas de las instituciones y entidades del sector público, y 

coadyuvar procesos de veeduría ciudadana y control social. 3. Instar a las demás 

entidades de la Función para que actúen de forma obligatoria sobre los asuntos 

que ameriten intervención a criterio del Consejo. 4. Investigar denuncias sobre 
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actos u omisiones que afecten a la participación ciudadana o generen corrupción. 

5. Emitir informes que determinen la existencia de indicios de responsabilidad, 

formular las recomendaciones necesarias e impulsar las acciones legales que 

correspondan. 6. Actuar como parte procesal en las causas que se instauren como 

consecuencia de sus investigaciones. Cuando en sentencia se determine que en la 

comisión del delito existió apropiación indebida de recursos, la autoridad 

competente procederá al decomiso de los bienes del patrimonio personal del 

sentenciado (…)”; 

 

Que, el artículo 14 de la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y 

Control Social: “El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social está 

obligado a receptar, calificar, aceptar a trámite, e investigar de haber mérito 

suficiente, las denuncias sobre actos u omisiones que afecten la participación o 

generen corrupción. Se garantizará la reserva y protección de la o el denunciante 

(…)”; 

 

Que, la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social en su 

artículo 38 determina como atribución del Pleno: “(…) 15. Conocer y actuar 

respecto a los informes de investigación realizados por el Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social (…)”; 

 

Que, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 78 numeral 2 literal a determina: 

“(…) a. El desarrollo de conductas colusorias en los términos previstos en el 

artículo 11 de esta Ley, cuando las mismas consistan en carteles u otros acuerdos, 

decisiones o recomendaciones colectivas, prácticas concertadas o 

conscientemente paralelas entre empresas u operadores económicos que no sean 

competidores entre sí, reales o potenciales (…)”; 

 

Que, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 279 determina: “Enriquecimiento 

ilícito. Las o los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una 

potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado, determinadas en la 

Constitución de la República, que hayan obtenido para sí o para terceros un 

incremento patrimonial injustificado a su nombre o mediante persona 

interpuesta, producto de su cargo o función, superior a cuatrocientos salarios 

básicos unificados del trabajador en general, serán sancionados con pena 

privativa de libertad de siete a diez años. Se entenderá que hubo enriquecimiento 

ilícito no solo cuando el patrimonio se ha incrementado con dinero, cosas o 

bienes, sino también cuando se han cancelado deudas o extinguido obligaciones. 

Si el incremento del patrimonio es superior a doscientos y menor a cuatrocientos 

salarios básicos unificados del trabajador en general, la pena privativa de 

libertad será de cinco a siete años. Si el incremento del patrimonio es hasta 
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doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general, la pena 

privativa de libertad será de tres a cinco años.”; 

 

Que, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 280 determina: “Cohecho.- Las 

o los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad 

estatal en alguna de las instituciones del Estado, enumeradas en la Constitución 

de la República, que reciban o acepten, por sí o por interpuesta persona, beneficio 

económico indebido o de otra clase para sí o un tercero, sea para hacer, omitir, 

agilitar, retardar o condicionar cuestiones relativas a sus funciones, serán 

sancionados con pena privativa de libertad de uno a tres años. Si la o el servidor 

público, ejecuta el acto o no realiza el acto debido, será sancionado con pena 

privativa de libertad de tres a cinco años. Si la conducta descrita es para cometer 

otro delito, la o el servidor público, será sancionado con pena privativa de 

libertad de cinco a siete años. La persona que bajo cualquier modalidad ofrezca, 

dé o prometa a una o a un servidor público un donativo, dádiva, promesa, ventaja 

o beneficio económico indebido u otro bien de orden material para hacer, omitir, 

agilitar, retardar o condicionar cuestiones relativas a sus funciones o para 

cometer un delito, será sancionada con las mismas penas señaladas para los 

servidores públicos. En caso de determinarse responsabilidad de la persona 

jurídica será sancionada con la disolución y liquidación y el pago de una multa 

de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general”; 

 

Que, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 281 determina: “Concusión.- Las 

o los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad 

estatal en alguna de las instituciones del Estado, determinadas en la Constitución 

de la República, sus agentes o dependientes oficiales que abusando de su cargo o 

funciones, por sí o por medio de terceros, ordenen o exijan la entrega de derechos, 

cuotas, contribuciones, rentas, intereses, sueldos o gratificaciones no debidas, 

serán sancionados con pena privativa de libertad de tres a cinco años. Si la 

conducta prevista en el inciso anterior se realiza mediante violencias o amenazas, 

la o el servidor público, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco 

a siete años”; 

 

Que, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 285 determina: “Tráfico de 

influencias.- Las o los servidores públicos, y las personas que actúen en virtud de 

una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado, enumeradas en la 

Constitución de la República, prevaliéndose de las facultades de su cargo o de 

cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica, ejerza 

influencia en otra u otro servidor para obtener un acto o resolución favorable a 

sus intereses o de terceros, serán sancionados con pena privativa de libertad de 

tres a cinco años. El máximo de la pena prevista será aplicable cuando las 

personas descritas en el primer inciso, aprovechándose de la representación 
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popular o del cargo que ejercen, se favorezcan o hayan favorecido a personas 

naturales o jurídicas para que, en contra de expresas disposiciones legales o 

reglamentarias, les concedan contratos o permitan la realización de negocios con 

el Estado o con cualquier otro organismo del sector público. En caso de 

determinarse responsabilidad de la persona jurídica será sancionada con la 

disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil salarios 

básicos unificados del trabajador en general. Están incluidos dentro de esta 

disposición las y los vocales o miembros de los organismos administradores del 

Estado o del sector público en general, que, con su voto, cooperen a la comisión 

de este delito”; 

 

Que, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 297 determina: “Enriquecimiento 

privado no justificado.- La persona que obtenga para sí o para otra, en forma 

directa o por interpuesta persona, incremento patrimonial no justificado mayor a 

doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general, será sancionada 

con pena privativa de libertad de tres a cinco años”; 

 

Que, la Ley Orgánica de Participación Ciudadana en su artículo 44 manifiesta: “(…) 

Acción ciudadana para la defensa de los derechos de participación.- Las 

ciudadanas y los ciudadanos podrán ejercer la acción ciudadana en forma 

individual o en representación de la colectividad cuando se produzca la violación 

de un derecho o la amenaza de su afectación; ésta se ejercerá a través de 

cualquiera de las acciones legales y constitucionales aplicables. Quienes ejerzan 

este derecho, para todos los efectos, serán considerados parte procesal. El 

ejercicio de esta acción no impedirá las demás acciones garantizadas en la 

Constitución y la ley (…)”; 

 

Que, la Ley Orgánica de Participación Ciudadana en su artículo 45: “(…) Las distintas 

funciones del Estado establecerán mecanismos para garantizar la transparencia 

de sus acciones, así como los planes y programas que faciliten la participación 

activa de la ciudadanía en su gestión. Estas funciones del Estado establecerán 

una agenda pública de consulta a la ciudadanía, grupos y organizaciones sociales 

en todos los temas (…)”; 

 

Que, el Reglamento de Gestión de Pedidos y Denuncias sobre Actos u Omisiones que 

afecten la Participación o Generen Corrupción en su artículo 30 establece que: “El 

proceso de investigación finaliza con la emisión de un informe por escrito, 

motivado y concluyente que será elaborado y suscrito por la o el servidor público 

asignado y lo pondrá en consideración de la o el Subcoordinador Nacional de 

Investigación, quien podrá realizar observaciones al mismo (…)”; 
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Que, mediante Memorando Nro. CPCCS-STTLCC-2024-0685-M, de 05 de junio de 

2024, el Mgs. Pablo Alberto Sempertegui Fernández, Secretario Técnico de 

Transparencia y Lucha Contra la Corrupción, en concordancia con el Memorando 

Nro. CPCCS-SIN-2024-0242-M, de 31 de mayo de 2024, suscrito por la 

Subcoordinación Nacional de Investigación, remite el informe de investigación 

concluyente CPCCS-D-038-2022. 

 

Que, en la Sesión Ordinaria Nro. 031 celebrada el 31 de julio de 2024, el Pleno del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social trató como décimo segundo 

punto del orden del día: “Punto Reservado: Conocer el Informe de Investigación 

concluyente, Nro. de expediente: CPCCS-D-038-2022 remitidos mediante 

Memorando Nro. CPCCS-STTLCC-2024-0685-M, de fecha 05 de junio de 2024, 

suscrito por el entonces Mgs. Pablo Alberto Sempertegui Fernandez, Secretario 

Técnico de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción; y, resolución.”; y, 

 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias, 

 

RESUELVE:  

 

Artículo 1.- Conocer y aprobar el Informe de Investigación del Expediente No. CPCCS-

D-0038-22. 

  

Artículo 2.- Tomar todas las recomendaciones contenidas en el informe y remitir el 

mismo a las siguientes autoridades públicas: 

 

1. Remitir el presente informe, anexos y resolución, a la Fiscalía General del Estado 

a fin de que en el ejercicio de sus competencias investigue el presunto 

cometimiento del delito de tráfico de influencias, tipificado en el artículo 285 del 

Código Orgánico Integral Penal, vigente desde el año 2014, relativo a: 

“…servidores públicos, y las personas que actúen en virtud de una potestad 

estatal en alguna de las instituciones del Estado, enumeradas en la Constitución 

de la República, prevaliéndose de las facultades de su cargo o de cualquier otra 

situación derivada de su relación personal o jerárquica, ejerza influencia en otra 

u otro servidor para obtener un acto o resolución favorable a sus intereses o de 

terceros, serán sancionados con pena privativa de libertad de tres a cinco años. 

…”, para lo cual se servirá llamar al proceso de investigación a quienes 

participaron principal y accesoriamente en el proceso de elaboración y aprobación 

del PMDOT–PUGS, aprobado mediante Ordenanza Nro. 001, de 13 de 

septiembre de 2021 y codificado mediante Ordenanza Metropolitana Nro. 044-

2022, publicada en el Registro Oficial - Edición Especial Nro. 602, del 11 de 

noviembre de 2022, proceso que fue ejecutado por la Secretaría de Territorio, 

Hábitat y Vivienda, a cargo del arquitecto Iván Vladimir Tapia Guijarro, durante 
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la administración de la Alcaldía del Distrito Metropolitano de Quito, en el período 

2019 - 2023, que fue ejercida por el exalcalde Jorge Yunda Machado y el doctor 

Santiago Guarderas Izquierdo; cuyo proceso fue acompañado por la Comisión de 

uso de suelo, integrada por concejales metropolitanos designados. Hechos que 

presuntamente pueden constituir prácticas especulativas sobre el uso del suelo, en 

particular por el cambio de uso, de público a privado, teniendo en cuenta que los 

predios beneficiados con el cambio del aprovechamiento de uso de suelo fueron 

donados por el Estado al Club de Oficiales de la FAE, prácticas prohibidas 

expresamente en el artículo 276 de la Constitución de la República del Ecuador. 

Así como también, presuntas infracciones graves al régimen de competencia, por 

presuntos actos de bloqueo al proceso de aprobación y ejecución de un proyecto 

presentado previamente al amparo de la Ordenanza Nro. 352, norma que 

estableció la obligatoriedad del 20% de vivienda de interés social en los polígonos 

de nuevo desarrollo y redesarrollo del Plan Bicentenario de Quito. Hechos que 

presuntamente, buscaron ser ocultados, por parte del personal de la Secretaría de 

Territorio a la época de los hechos, frente a acciones de control de concejalas 

metropolitanas y del CPCCS, autoridades a las que se proporcionó información 

falsa, conducta que pueden adecuarse a lo establecido en el artículo 328 del 

Código Orgánico Integral Penal, relativo al delito de falsificación y uso de 

documento falso. En virtud de lo cual, se considera que existen indicios que 

ameritan la investigación penal de los hechos, por parte de la Fiscalía General del 

Estado, los que pueden estar relacionados con las siguientes hipótesis penales, 

contenidas en el Código Orgánico Integral Penal (COIP): delito de tráfico de 

influencias, tipificado en el artículo 285 del COIP; delitos de cohecho y 

concusión, tipificados en los artículos 280 y 281 respectivamente; delito de 

enriquecimiento ilícito, que puede estar relacionado con posibles actos de 

corrupción, tipificado en el artículo 279 y el delito de enriquecimiento privado no 

justificado, tipificado en el artículo 297 del COIP. 

2. Remitir el presente informe concluyente, anexos y resolución, al Concejo 

Metropolitano del Municipio de Quito, para su conocimiento y análisis, a partir 

del cual se recomienda lo siguiente: Que se emita un régimen especial, a través de 

una nueva ordenanza para la organización territorial del sector del Parque 

Bicentenario de Quito, en beneficio del interés público y el derecho a la ciudad; 

en concordancia con los estudios, socialización y polígonos de organización 

territorial que reguló en su momento la Ordenanza 352, que desarrolló el Plan 

Bicentenario; a fin de que el sector del Parque pueda contar con un régimen que 

garantice la obligatoriedad de porcentajes de vivienda de interés social en el 

sector, en concordancia con los porcentajes establecidos en la Ley Orgánica de 

Vivienda de Interés Social (LOVIS), garantizando de esta manera, la función 

social de los predios donados por el Estado al Club de Oficiales de la FAE. 

Garantizando de esta manera, los derechos a la vivienda de interés social 

incluyente, al medio ambiente, garantizando un adecuado espacio verde y una 
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regulada concentración de viviendas en el sector, que cumplan con parámetros de 

inclusión y buen vivir. Para lo cual, se servirán adoptar las regulatorias, 

participativas, preventivas y de control técnico, conforme el ámbito de su 

competencia. Que se establezcan medidas de control territorial y distribución de 

cargas, que garanticen un equilibrio entre el uso y función social de los predios 

donados por el Estado, al Club de Oficiales de la FAE; respecto del uso y 

aprovechamiento de suelo de los predios Nro. 641830 y 641832, evitando generar 

condiciones para su uso especulativo, garantizando la restitución de porcentajes 

de vivienda de interés social obligatorios y usos de equipamiento en los citados 

predios, en el marco del acondicionamiento del Parque Bicentenario, en 

concordancia con los estudios, socialización y polígonos de organización 

territorial que reguló en su momento la Ordenanza 352, teniendo en cuenta que su 

eliminación afecta la vivienda inclusiva, incrementa las vías de acceso y genera 

una reducción del área verde y de equipamiento del Parque Bicentenario de Quito, 

situación que genera una presunta afectación al interés público y al bienestar de 

la población, creando además condiciones de especulación económica de predios 

donados por el Estado. Que se cumpla con lo dispuesto en la Disposición 

Transitoria Tercera de la Ley Orgánica de Vivienda de Interés Social y se expidan 

y/o reformen las normas relacionadas, para la adecuada aplicación de la Ley 

Orgánica de Vivienda de Interés Social, LOVIS, en el Plan Metropolitano de 

Desarrollo y Ordenamiento Territorial (PMDOT-PUGS) 2021-2033, 

especialmente respecto de la regulación del trámite abreviado. 

3. Remitir el presente informe, anexos y resolución a las Unidades administrativas 

del Distrito Metropolitano de Quito relacionadas con las competencias que se 

analizan en el presente informe: 

 

Gerente de la Empresa de Hábitat y Vivienda del DMMQ 

            Administradora Zonal Eugenio Espejo del DMMQ 

 

1. Remitir el presente informe, anexos y resolución a la Unidad de Análisis 

Financiero UAFE, a efectos de que se pueda realizar la investigación sobre 

posibles operaciones irregulares y/o prohibidas por parte de personales naturales 

y/o ex - servidores públicos municipales, que puedan develar operaciones 

riesgosas, tendientes a actos de enriquecimiento ilícito producto de posibles actos 

de corrupción, como consecuencia del cambio de uso de suelo del predio Nro. 

641832 y su negociación, a través del Fideicomiso celebrado por el Club de 

Oficiales de la FAE (Club La Campiña) y la compañía constructora GLS como 

constituyentes, con fecha 29 de junio de 2020, reformado con fecha 24 de 

diciembre de 2020 y demás hechos citados en el presente informe. 

2. Remitir el presente informe, anexos y resolución, a la Contraloría General del 

Estado, a fin de que se realicen las acciones de control administrativo que 
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permitan determinar las responsabilidades administrativas, civiles y/o penales que 

correspondan, por los hechos contenidos en el presente informe. 

3. Remitir el presente informe, anexos y resolución a la Superintendencia de 

Ordenamiento Territorial, SOT, a fin de requerir acciones de seguimiento y 

control sobre el contenido del Informe Final de Evaluación de Procesos SOT 

“Plan Bicentenario GAD DMQ”, en concordancia con el presente informe. 

4. Remitir el presente informe, anexos y resolución a la Superintendencia de 

Competencia Económica, por posibles infracciones graves, que generan la 

presunta afectación del régimen de libre competencia en el sector inmobiliario, en 

la zona de influencia del Parque Bicentenario de Quito. 

5. Remitir el presente informe, anexos y resolución al Ministerio de Vivienda, a fin 

de que se armonice la reglamentación sobre vivienda de interés social emitida por 

dicha cartera de Estado, normas inferiores que deben estar en concordancia con la 

Ley Orgánica de Vivienda de Interés Social, publicada en el Registro Oficial Nro. 

29 de 25 de marzo de 2022, especialmente respecto de sus facultades de control 

en caso de omisiones por parte de los GAD, que no se encuentran reguladas 

adecuadamente en la actualidad. 

6. Remitir el presente informe, anexos y resolución al Ministerio del Ambiente, 

Agua y Transición Ecológica, para que en el ámbito de su competencia y en el 

marco de la ejecución de la Estrategia Nacional de Educación Ambiental para el 

Desarrollo Sostenible, se haga un seguimiento del manejo ambiental de la 

planificación y ejecución urbana en el sector del Parque Bicentenario de Quito, en 

concordancia con los compromisos internacionales asumidos por el Ecuador. 

7. En el caso de que los denunciantes de los hechos de esta investigación, es decir, 

la Federación de Barrios de Quito, proceda a plantear una acción constitucional 

de protección y/o una petición constitucional de medidas cautelares, deberán 

notificar de aquello a la Subcoordinación Nacional de Patrocinio para que brinde 

acompañamiento mediante la figura de amicus curiae. 

  

Artículo 3.- Disponer a la Secretaría Técnica de Transparencia y Lucha Contra la 

Corrupción remita el Expediente de Investigación Expediente No. CPCCS-D-0038-22 a 

la Subcoordinación Nacional de Patrocinio para que proceda en el ámbito de sus 

competencias. 

 

DISPOSICIONES GENERALES 

  

PRIMERA.- Encárguese a la Secretaría General del Consejo de Participación Ciudadana 

y Control Social notificar la presente Resolución al denunciante. 

  

SERGUNDA.- Encárguese a la Secretaría General del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social notificar a la Secretaría Técnica de Transparencia y Lucha 

Contra la Corrupción, Subcoordinación Nacional de Investigación y Subcoordinación 
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Nacional de Admisión y Orientación Jurídica, para que procedan en el ámbito de sus 

competencias. 

  

TERCERA.- Encárguese a la Secretaría General del Consejo de Participación Ciudadana 

y Control Social notificar la presente Resolución a la Coordinación General de 

Comunicación Social, Comunicación Participativa y Atención al Ciudadano para que 

proceda con su publicación en la página web institucional. 

  

DISPOSICIÓN FINAL 

  

La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su aprobación, sin perjuicio de su 

publicación. 

Dada en la sede del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en el Distrito 

Metropolitano de Quito, el treinta y uno de julio de dos mil veinticuatro. 

 

 

 

Lcdo. Andrés Xavier Fantoni Baldeón, Mgs.  

PRESIDENTE 

CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL 

CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL, 

SECRETARIA GENERAL. – Quito D.M., Miércoles, 31 de Julio de 2024, Razón. - 

Certifico que la presente Resolución fue adoptada por el Pleno del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social, en Sesión Ordinaria No. 031, reinstalada el 

31 de julio 2024 a las 13h24, con la siguiente votación de los Consejeros y las 

Consejeras: Mgs. Bonifaz López Nicole Stephanie (A favor), Mgs. Calvache Fernández 

Mishelle Elisa -Vicepresidenta (Apoyo a la moción; A favor), Mgs. Guarderas Cisneros 

Juan Esteban (A favor), Mgs. Saltos Rivas Betsy Yadira (A favor), Mgs. Verdezoto del 

Salto Johanna Ivonne (A favor); Mgs. Verduga Sánchez Sócrates Augusto (A favor); y 

Mgs Andrés Xavier Fantoni Baldeón - Presidente (Proponente; A favor), de 

conformidad con los archivos físicos así también de audio y video correspondientes, a 

los cuales me remito. LO CERTIFICO.  

 

 

 

Mgs. María Gabriela Granizo Haro 
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